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León, Guanajuato, a 21 veintiuno de agosto del año  2017 dos mil diecisiete.
V I S T O para resolver el expediente número 0003/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del TESORERO MUNICIPAL, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 09 nueve de enero del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando la Resolución Administrativa dictada por el Tesorero Municipal, en fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, a través de la cual se niega la procedencia de la prescripción parcial y total del crédito fiscal generado con motivo del impuesto predial de la cuenta fiscal número (…). . . . . . . . . . . . . . . . .
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 12 doce de enero del año 2017 dos mil diecisiete, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la resolución de fecha 28 veintiocho de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, ofrecida en la misma,  la prueba presuncional legal y humana en lo que le beneficie; asimismo, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles exhiba en original o copia certificada del cobro del predial expedido por la Tesorería Municipal, apercibida que de incumplir la prevención, no se le admitiría; y, no se le admitieron las pruebas documentales ofrecidas en el punto cuatro, ni la instrumental de actuaciones. . .  . . .
Cumplimiento de requerimiento.

TERCERO.- El 18 dieciocho de enero del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó una promoción cumpliendo el requerimiento formulado; y, por auto del día 24 veinticuatro del mismo mes y año, se le tuvo cumpliendo el requerimiento y se le admitió el estado de cuenta, documental que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Contestación de la demanda y requerimiento.
CUARTO.- El 31 treinta y uno de enero del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 03 tres de febrero del mismo año, se le requirió para que en el términos de 05 cinco días hábiles acreditará su personalidad jurídica, con el apercibimiento que de no hacerlo, se le tendría por no presentada la contestación de demanda. . .  . . . .
Cumplimiento del requerimiento y contestación de demanda.
QUINTO.- El 14 catorce de febrero del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó una promoción cumplimentando el requerimiento; y, por auto del día 17 diecisiete del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental aceptada a la parte actora en el auto de radicación y la exhibida en su escrito de cumplimiento al requerimiento formulado, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; y, se requirió a la demandada para que en el término de 05 cinco días, exhibiera el original o copias certificadas de las documentales ofrecidas en el inciso B) del capítulo de pruebas de la contestación, con el apercibimiento que de no cumplirlo, se le tendría por no admitida dicha probanza; señalándose además fecha y hora para celebración de audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Cumplimiento de requerimiento.

SEXTO.- El 28 veintiocho de febrero del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó una promoción cumpliendo el requerimiento; y, por auto del día 03 tres de marzo del mismo año, se le admitió la documental descrita en e inciso B) del capítulo de pruebas de la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal y se dio vista a la parte actora para que manifestará lo que a su derecho conviniere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Audiencia de alegatos.

SÉPTIMO.-  El  15  quince  de  marzo  del  año 2017 dos mil diecisiete, a las 
11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, sin la asistencia de las partes, haciéndoles saber que se emitiría sentencia en cuanto a las labores del Juzgado lo permitieran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No se realizaron manifestaciones.

OCTAVO.- Por auto de fecha 16 dieciséis de marzo del año 2017 dos mil diecisiete, se tuvo a la parte actora no haciendo manifestaciones, respecto de la documental exhibida por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Petición de sentencia.

NOVENO.- El 08 ocho de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó una promoción solicitando se dicte sentencia; y, por auto del día 11 once del mismo mes y año, se le hizo saber que la sentencia se emitiría en cuanto a las labores del juzgado lo permitieran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Demanda de amparo.

DÉCIMO.- El 08 ocho de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, se notificó el auto del día 07 siete del mismo mes y año, a través del cual se admitió la demanda de amparo, promovido por la parte actora, al que le correspondió el expediente número (…); y, por acuerdo del 08 ocho de aquel mes y año, se ordenó agregar la demanda y sus anexos a esta causa; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de éste Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver   este   proceso   administrativo,   por  impugnarse  un  acto  emitido  por  el 
Tesorero Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Existencia de la resolución impugnada.
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la Resolución fiscal dictada por el Tesorero Municipal, con fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, mediante la cual en su tercer punto resolutivo se le niega a la actora la prescripción del crédito fiscal por impuesto predial de la cuenta número (…) y en el cuarto punto resolutivo se declara que el embargo trabado sobre el inmueble propiedad de la actora sigue surtiendo sus efectos legales; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa con el original de la referida resolución, probanza que forma parte del sumario. . . . .  . . . . .
Causales de improcedencia y excepciones.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El Tesorero Municipal en la contestación de la demandada aduce que es necesario citar el contenido del artículo 261, fracciones I, II y IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa [las transcribe]; que se desprenden claramente las causas por las que es improcedente un proceso administrativo, una de ellas es la afectación de los intereses jurídicos del actor y no se afecta su esfera jurídica, pues la autoridad actuó conforme a las facultades contenidas en la Ley de Hacienda para el Estado de Guanajuato, así como la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato; además, en su momento se realizaron las gestiones de cobro directamente al interesado y el actor tuvo la oportunidad de impugnarlas y no lo hizo, otorgándose su consentimiento tácito, al dejar que trascurriera el tiempo otorgado para su impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causales de improcedencia que NO SE CONFIGURAN, atendiendo a las siguientes razones:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sobre el particular se precisa que cada una de estas causales se analizará por separado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del citado 
Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por no afectarse el interés jurídico de la parte actora. NO SE ACTUALIZA, en virtud de que la resolución combatida trasciende a la esfera de derechos de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . .
La causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por haberse consumado de manera irreparable la resolución impugnada. NO SE ACTUALIZA, en razón de que la resolución impugnada no se ha ejecutado irreparablemente, toda vez que dicha resolución sigue produciendo consecuencias jurídicas frente a la parte actora y trasciende a su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por consentimiento tácito de la resolución impugnada, al dejar que trascurriera el tiempo otorgado para su impugnación. NO SE ACTUALIZA, dado que la demanda se endereza en contra de la resolución emitida por el Tesorero Municipal con fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis y no respecto de las notificaciones de los créditos fiscales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, el Tesorero Municipal opone la excepción de oscuridad en la demanda, porque la actora no precisó alguna afectación concreta en su esfera jurídica, ni realizó un análisis lógico jurídico por el cual se puede presumir o realizar un estudio con base a los preceptos legales señalados como violados por la autoridad; empero, esta excepción no opera en el proceso administrativo como tal, pues este tópico en el juicio de nulidad se aborda como insuficiencia de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ante la ineficacia de las causales de improcedencia analizadas, lo infundado 
de la excepción y estimándose que de autos no se desprende la actualización de ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, lo procedente es abordar el estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda.  . .
Análisis de los conceptos de impugnación.
CUARTO.- Que la parte actora en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda expresa los siguientes argumentos: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .
En el inciso A) alega que conforme a las normas jurídicas aplicables, la prescripción del crédito fiscal del impuesto predial procede dentro del término de 5 años, extinguiendo los créditos fiscales que hayan estado en esa hipótesis jurídica que se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, conforme el artículo 60 [lo transcribe]; y, que los créditos fiscales que cobra la Tesorería Municipal es desde el año 2008 dos mil ocho a la fecha del escrito de petición del 24 de junio del 2016, por lo que es evidente que han transcurrido más de 08 ocho años, habiendo prescrito los anteriores a los últimos 5 ejercicios fiscales y sin embargo la resolución fue negativa ilegalmente sin respetar el precepto antes mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el inciso B) alega que atendiendo a la jurisprudencia vigente es aplicable “ipso facto” la prescripción, aún en el caso de los requerimientos de pago de los créditos porque la prescripción es por el simple transcurso del tiempo, es decir, pasan los años que establece la legislación para que se aplique la figura de la prescripción, sin requisito adicional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Son INOPERANTES, estos conceptos de impugnación, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizando de manera integral la demanda, se advierte que los conceptos de impugnación que se aducen resultan inoperantes por insuficientes, en razón de que no se impugnan todos los motivos, ni el fundamento legal expresados en el cuarto considerando de la resolución combatida, que sirven de apoyo para negar la declaración  de prescripción del crédito fiscal por impuesto predial del inmueble que 
nos ocupa ahora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, ya que en el inciso A) del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, se limita a expresar que los créditos fiscales cobrados desde el 2008 dos mil ocho al 24 veinticuatro de junio de 2016 dos mil -fecha del escrito petitorio-, es evidente que transcurrieron más de 08 ocho años y prescribieron los anteriores a los últimos 5 ejercicios fiscales. . . . . . . . . .  . . . . . . . . .
Sin embargo, esta argumentación no se dirige a controvertir las consideraciones vertidas en el cuarto considerando de la resolución a debate, en el sentido de que no opera la prescripción del crédito fiscal, porque existen las gestiones de cobro, marcadas del número 1 uno al 20 veinte, en las hojas 7 siete y 8 ocho de la propia resolución; pues, en ésta se sostiene que la existencia de las múltiples gestiones de cobro realizadas a partir del día 29 veintinueve de mayo de 2009 dos mil nueve (notificación del primer requerimiento), interrumpieron la prescripción y que no se ha actualizado la hipótesis normativa contenida en el artículo 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato.  . .
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador la jurisprudencia el sostenida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, en la Décima Época; Registro: 2010639; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo II; Materia(s): Común; Tesis: VII.1o.C. J/1 (10a.);  Página: 1086; bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, REITERA LA MISMA TÉCNICA DE ANÁLISIS DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO QUE LA LEGISLACIÓN ABROGADA. De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 74, fracción II, 76, 79, 108, fracción VIII y 175, fracción VII, de la Ley de Amparo, en su texto vigente, se advierte que reitera la misma técnica de análisis de la constitucionalidad del acto reclamado que la ley anterior, conforme a la cual, dicho examen se efectúa con base en los conceptos de violación planteados, excepto en aquellos casos en que procede suplir la queja deficiente, previstos por el artículo 79 de ese ordenamiento. En consecuencia, los conceptos de violación deben estar dirigidos a controvertir de manera eficaz y directa todas las consideraciones en que se sustenta el acto o sentencia reclamados, pero si no las atacan o dejan de controvertir una o más, que por sí solas sean suficientes para regir su sentido, es claro que el tribunal de amparo no puede abordar el estudio oficioso de las consideraciones no impugnadas, lo que trae como consecuencia que éstas permanezcan intocadas y continúen rigiendo el sentido de dicho acto; de donde resulta, precisamente, lo inoperante de los conceptos de violación. Como también ocurre cuando éstos sí controvierten las consideraciones en que se apoya la sentencia reclamada, pero dadas las circunstancias particulares del caso, existe un impedimento técnico que imposibilita su examen, como sucede, por ejemplo, cuando se relacionan con un aspecto sobre el que ya existe cosa juzgada, a virtud de un juicio de amparo anterior; introducen cuestiones novedosas que no fueron planteadas ante la autoridad responsable en la litis del juicio natural o bien en el recurso que originó la emisión del acto reclamado; o se basan en postulados no verídicos; entre otros supuestos, que deberán atenderse caso por caso.”

Por otro lado, la parte justiciable tampoco controvirtió con argumento jurídico alguno la afirmación de que las gestiones de cobro interrumpieron la prescripción, pues dejó de explicar por qué no se configura la causal de interrupción prevista en el artículo 62 de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios, al limitarse a expresar en el inciso B), que es aplicable ipso facto la prescripción, por el simple transcurso del tiempo, sin ningún requisito adicional, pero es el caso que existen gestiones de cobro, por lo que en la especie es menester expresar las razones de por qué estima que son ilegales los diversos requerimientos de pago, los mandamientos de embargo, así como sus respectivas notificaciones y la actora deja de expresar consideraciones enderezadas a demostrar su ilegalidad. . . . . . . . . . . . .
Así tenemos, que en todos actos del procedimiento administrativo de ejecución indicados en el párrafo que antecede, prevalece la presunción de legalidad, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 40 de la propia Ley de Hacienda, de aquí la necesidad de exponer razonamientos jurídicos para desvirtuar esa presunción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por  lo anterior, los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda de 
nulidad, resultan inoperantes al no contener argumentos jurídicos tendentes a demostrar la ilegalidad de la resolución impugnada, pues las afirmaciones de la actora, se encuentran formuladas sin sustento o fundamento legal alguno, ya que no expone, razonadamente, por qué estima que la resolución combatida no se encuentra apegada a derecho, ni hace una confrontación de las situaciones fácticas concretas frente al artículo 62 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, por ende, de sus argumentos no se desprende la causa de pedir, la que se compone de un hecho y un razonamiento con el que se explique los motivos que generan la ilegalidad de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador la jurisprudencia sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con Número de Registro: 2010038. Materia(s): Común. Décima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 1683, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR "RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE DE LA CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO. De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado diversos juristas de la doctrina moderna respecto de los elementos de la causa petendi, se colige que ésta se compone de un hecho y un razonamiento con el que se explique la ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 1a./J. 81/2002, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que la causa de pedir no implica que los quejosos o recurrentes pueden limitarse a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues a ellos corresponde (salvo en los supuestos de suplencia de la deficiencia de la queja) exponer, razonadamente, por qué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren; sin embargo, no ha quedado completamente definido qué debe entenderse por razonamiento. Así, conforme a lo que autores destacados han expuesto sobre este último, se establece que un razonamiento jurídico presupone algún problema o cuestión al cual, mediante las distintas formas interpretativas o argumentativas que proporciona la lógica formal, material o pragmática, se alcanza una respuesta a partir de inferencias obtenidas de las premisas o juicios dados (hechos y fundamento). Lo que, trasladado al campo judicial, en específico, a los motivos de inconformidad, un verdadero razonamiento (independientemente del modelo argumentativo que se utilice), se traduce a la mínima necesidad de explicar por qué o cómo el acto reclamado, o la resolución recurrida se aparta del derecho, a través de la confrontación de las situaciones fácticas concretas frente a la norma aplicable (de modo tal que evidencie la violación), y la propuesta de solución o conclusión sacada de la conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). Por consiguiente, en los asuntos que se rigen por el principio de estricto derecho, una alegación que se limita a realizar afirmaciones sin sustento alguno o conclusiones no demostradas, no puede considerarse un verdadero razonamiento y, por ende, debe calificarse como inoperante; sin que sea dable entrar a su estudio so pretexto de la causa de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de un hecho concreto y un razonamiento, entendido por éste, cualquiera que sea el método argumentativo, la exposición en la que el quejoso o recurrente realice la comparación del hecho frente al fundamento correspondiente y su conclusión, deducida del enlace entre uno y otro, de modo que evidencie que el acto reclamado o la resolución que recurre resulta ilegal; pues de lo contrario, de analizar alguna aseveración que no satisfaga esas exigencias, se estaría resolviendo a partir de argumentos no esbozados, lo que se traduciría en una verdadera suplencia de la queja en asuntos en los que dicha figura está vedada.”

Efectos de la sentencia.

Es por lo anterior, que los argumentos jurídicos expresadas en los conceptos de impugnación de la demanda, son insuficientes para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución combatida y es el caso que no procede suplir la queja deficiente, por no actualizarse ninguna hipótesis contemplada en el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del mismo Código, lo procedente es declarar la legalidad y validez de la resolución, de fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, emitida por el Tesorero Municipal, a través del cual en su tercer punto resolutivo se le niega la actora la prescripción del crédito fiscal por impuesto predial de la cuenta número (…) y en el cuarto punto resolutivo se declara que el embargo trabado sobre el inmueble propiedad sigue surtiendo sus efectos legales. . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento   y   Justicia   Administrativa   para  el   Estado  y  los   Municipios  de

Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Puntos resolutivos.
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ de la resolución emitida por el Tesorero Municipal, en fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . .
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .

ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 21 DE AGOSTO DE 2017, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 0003/2017-JN. 

